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Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

R ESO L UC IÓ N  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 3 de diciembre de 2021. 

Mediante recurso de certiorari, comparece el señor Wilson 

Ortiz Acosta (“señor Ortiz” o “peticionario”) y nos solicita que 

revisemos una Resolución emitida el 14 de septiembre de 2021 y 

notificada el 15 del mismo mes y año por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Añasco (“TPI”). En dicho dictamen, el 

TPI declaró No Ha Lugar una Moción Solicitando Desestimación 

al Amparo de las Reglas 64 (a) y/o 64 (p) de Procedimiento 

Criminal instada por el señor Ortiz. 

  Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

DENIEGA la expedición del auto de certiorari.  

-I- 

Por hechos ocurridos el 21 de marzo de 2020 en el Municipio 

de Añasco, el Ministerio Público presentó tres denuncias contra el 
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señor Ortiz por infringir los Arts. 4041, 4052 y 4123 de la Ley de 

Sustancias Controladas; así como también se presentó una 

denuncia por violar el Art. 285 del Código Penal (destrucción de 

pruebas)4 , y otra por violentar el Art. 6.14(d) de la Ley del 

Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico (“Ley 20-

2017”), infra. Por su pertinencia con el recurso, reproducimos la 

denuncia correspondiente al último delito: 

El Referido Acusado, WILSON ANTONIO ORTIZ 

ACOSTA allá en o para el día 21 DE MARZO DE 2020, 
y en AÑASCO, PUERTO RICO, que forma parte de la 

jurisdicción del Tribunal de Primera Instancia, Sala 
Superior de Mayagüez, ilegal, voluntaria y 

criminalmente violó lo dispuesto en la Orden Ejecutiva 
2020-023 y a su vez la Ley 20 de 2017, que dispone 

y prohíbe que toda aquella persona que persista en 
realizar cualquier actividad que ponga en peligro su 

vida o la de otras personas después de haber sido 
alertada por las autoridades una vez se haya 

declarado, en este caso, una declaración de 
emergencia por las autoridades pertinentes, o 

mientras esté vigente una estado de emergencia 
promulgado por el Gobernador de Puerto Rico 

mediante una Orden Ejecutiva. Consistente en que el 

imputado, teniendo conocimiento de que ha sido 
declarada una emergencia, por la Gobernadora 

Wanda Vázquez, quien emitió la Orden Ejecutiva 
2020-023, donde se establece un toque de queda, 

éste de forma intencional violó la misma al estar 
realizando actividades ilícitas en el pueblo de Añasco, 

poniendo en riesgo su seguridad y la de otros. Hecho 
contrario a la ley. 

 

Al día siguiente, el 22 de marzo de 2021, se celebró la vista 

de causa para arresto y se encontró causa probable en cada una 

de las denuncias. Con respecto a los delitos graves, se pautó la 

vista preliminar para el 1 de abril de 2020; mientras que el juicio 

por infracción al Art. 6.4(d) de la Ley 20-2017 fue señalado para 

la misma fecha. No obstante, la vista preliminar finalmente se 

celebró el 8 de junio de 2021 y concluyó con una determinación 

de no causa para acusar en todos los cargos graves.  

 
1 24 LPRA sec. 2404.  
2 24 LPRA sec. 2405.  
3 24 LPRA sec. 2411b. 
4 33 LPRA sec. 5378.  



 
 

 
KLCE202101209 

 

3 

Tras varios incidentes procesales que no detallaremos, el 24 

de junio de 2021, el peticionario presentó una Moción Solicitando 

Desestimación al Amparo de las Reglas 64 (a) y/o 64 (p) de 

Procedimiento Criminal, en la cual arguyó que debía desestimarse 

el cargo por infracción al Art. 6.14(d) de la Ley 20-2017 debido a 

que esta denuncia es contraria al principio de legalidad.  

Particularmente, el peticionario sostuvo que la conducta 

tipificada en el Art. 6.14 (d) de la Ley 20-2017 es distinta al acto 

de violar un toque de queda impuesto por el Poder Ejecutivo. Por 

lo anterior, el señor Ortiz planteó que el delito imputado no existía 

para el 21 de marzo de 2020; y que ello fue demostrado el 5 de 

abril de 2020, fecha en que la Asamblea Legislativa enmendó la 

Ley 20-2017 para añadirle el inciso (e), el cual dispone que 

cometerá un delito menos grave quien “[i]ncumpla, desacate o 

desobedezca de cualquier forma una orden ejecutiva del 

Gobernador de Puerto Rico estableciendo un toque de queda o 

decretando un estado de emergencia o desastre”. Así, pues, el 

peticionario se reafirmó en que la determinación de causa 

probable para arresto no fue conforme a Derecho. 

Por su parte, el 7 de julio de 2021, el Ministerio Público 

presentó una Oposición a Moción Solicitando Desestimación al 

Amparo de las Reglas 64 (a) y/o (p) de Procedimiento Criminal. 

En esencia, sostuvo que la conducta imputada estaba constituida 

como delito al momento de los hechos; toda vez que el señor Ortiz 

se encontraba realizando actividades ilícitas en el Municipio de 

Añasco, lo cual puso en riesgo su propia seguridad y la de otros. 

Según expuso, la conducta del peticionario está debidamente 

tipificada en el Art. 6.14 (d) de la Ley 20-2017.  

Luego de examinar sendas posiciones, el TPI declaró No Ha 

Lugar la solicitud de desestimación presentada por el peticionario 
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y determinó que el delito imputado, en efecto, estaba tipificado 

para la fecha que se radicó la denuncia. Fundamentó su proceder 

de la siguiente manera: 

En esencia, el hecho por el que se presenta la 
denuncia por infracción al artículo 6.14 (d) de la Ley 

20-2017 es la violación a la Orden Ejecutiva 2020-23 
decretada por la entonces gobernadora, Wanda 

Vázquez Garced, ante la declaración de la 
emergencia enfrentada como consecuencia de la 

pandemia que nos afecta. Una lectura del Artículo 
6.14 (d) de la Ley 20-2017, antes de ser enmendado 

por la Ley 35-2020, basta para concluir que la 

violación a las disposiciones de la Orden Ejecutiva 
decretada por el (la) Gobernador(a) de Puerto Rico 

ante un estado de emergencia es un delito 
claramente constituido. 
 

No conteste con el dictamen, el peticionario solicitó su 

reconsideración, mas no tuvo éxito. Aún inconforme, este acudió 

ante nos mediante el recurso de epígrafe y señaló la comisión del 

siguiente error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar Sin Lugar la Solicitud de Desestimación al 
amparo de la Regla 64 (A)/(P) de Procedimiento 

Criminal radicada por la defensa del señor Wilson A. 

Ortiz Acosta, a pesar de que al momento de la 
radicación de los cargos contra nuestro representado, 

la conducta imputada no estaba tipificada como delito, 
violentándose de esa forma el principio de legalidad. 

 

El señor Ortiz acompañó su recurso con un proyecto de 

transcripción de prueba oral que contiene las incidencias de la 

vista de causa para arresto celebrada el 22 de marzo de 2021.  

El 12 de octubre de 2021, emitimos una Resolución 

mediante la cual le concedimos un término de diez (10) días a la 

Oficina del Procurador General (“Procurador”) para que se 

expresara sobre los méritos del recurso.  

Más tarde, el 14 de octubre de 2021, el peticionario presentó 

una moción en auxilio de jurisdicción y solicitó que se paralizaran 

los procedimientos ante el TPI, dado que el juicio en su fondo 
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estaba pautado para el 21 de octubre de 2021. Ese mismo día, 

declaramos Con Lugar la paralización solicitada. 

Asimismo, el 14 de octubre de 2021, también compareció el 

Procurador mediante una Moción en Solicitud de Desglose y en 

Relevo de Comparecencia de Orden. En términos generales, 

sostuvo que la transcripción de la prueba oral sometida por el 

peticionario no fue considerada por el TPI al momento de 

adjudicar la solicitud de desestimación. Igualmente, indicó que 

este incumplió con la Regla 76 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 76, puesto que no solicitó 

autorización previa al Tribunal para utilizar la prueba oral, como 

tampoco se cumplió con estipular la transcripción. Además, señaló 

que el Tribunal está impedido de admitir la transcripción de prueba 

sin contar con la estipulación de las partes. Oportunamente, el 

señor Ortiz se opuso a la solicitud del Procurador. 

El 19 de octubre de 2021, emitimos una Resolución y 

declaramos No Ha Lugar la solicitud de desglose de la 

transcripción de la prueba oral aludida. 

El 4 de noviembre de 2021, el Procurador presentó su 

alegato en oposición al recurso y, a modo de reconsideración, 

reiteró los argumentos vertidos en su Moción en Solicitud de 

Desglose y en Relevo de Comparecencia de Orden. No obstante, 

declaramos No Ha Lugar su solicitud de reconsideración, tras 

concluir que no procede el desglose de la transcripción sometida 

por el peticionario. Contando con la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a disponer del recurso de epígrafe. 

-II- 

-A- 

El principio de legalidad es un conjunto de garantías al 

ciudadano, propias de un sistema de derecho constitucional y 
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democrático. Este principio opera como un conjunto de reglas 

cuyo denominador común es la justificación para que la 

intervención del Estado en los asuntos de los individuos esté 

basada en la ley y no en la fuerza bruta. Asimismo, el principio de 

legalidad no es solo una exigencia de seguridad jurídica que 

requiere la determinación previa por ley de delitos y penas, sino 

que, además, es la garantía política de que la persona no será 

sometida por el Estado, ni por los jueces a penas que no admita 

el pueblo. D. Nevares-Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño: Parte 

General, 7ma ed. rev., Hato Rey, Ed. Inst. Desarrollo del Derecho, 

Inc., 2015, pág. 69.  

Nuestro Tribunal Supremo en Meléndez v. Tribunal 

Supremo, 90 DPR 656 (1964), puntualizó que lo que se persigue 

es que los tribunales, en su rol de interpretar la ley, no se excedan 

en sus funciones y adjudiquen las controversias a tono con la 

intención del legislador. La premisa básica del principio de 

legalidad puede resumirse en que la ley escrita es la única fuente 

del Derecho Penal. Nevares-Muñiz, op. cit., pág. 73; Pueblo v. 

Santiago, 98 DPR 82 (1969).  

El principio de legalidad está consagrado en el Art. 2 del 

Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5002, el cual dispone lo 

siguiente:  

No se instará acción penal contra persona alguna por 

un hecho que no esté expresamente definido como 
delito en este Código o mediante ley especial, ni se 

impondrá pena o medida de seguridad que la ley no 
establezca con anterioridad a los hechos.  

 
No se podrán crear por analogía delitos, penas, ni 

medidas de seguridad. 
 

El referido artículo advierte que los hechos por los cuales 

pueda ser acusado una persona deberán estar claramente 

descritos por ley. Esta prohibición responde al requisito de que las 
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leyes deben dar un aviso adecuado de las consecuencias penales 

de la conducta que ordenan prohíben.  

En cuanto a la interpretación de los estatutos penales, el 

Art. 13 del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5013, establece la 

siguiente normativa:  

Si el lenguaje empleado en un estatuto es susceptible 
de dos o más interpretaciones, debe ser interpretado 

para adelantar los principios establecidos en este 
Código y la protección del bien tutelado en el artículo 

particular objeto de interpretación, pero siempre 

tomando como base el principio de responsabilidad 
penal.  

 

Sobre esta norma de hermenéutica, debemos destacar que 

la misma admite una interpretación restrictiva o extensiva, que 

adelante el propósito legislativo, siempre que no caiga en la 

analogía. (Énfasis y subrayado nuestro). Nevares-Muñiz, op. cit., 

pág. 122.  

La ley no puede estar redactada de tal forma, que un 

individuo de inteligencia común esté obligado a adivinar su 

significado o que pueda, razonablemente, diferir de su aplicación; 

ello violaría el debido proceso de ley. Art. II, Sec. 7 de la 

Constitución del ELA; Pueblo v. Hernández Colón, 115 DPR 891 

(1987). 

Todas las leyes, incluso las más claras, requieren de algún 

grado de interpretación. Pueblo v. Sierra Rodríguez, 137 DPR 903 

(1995). Sobre esa realidad, es fundamental recordar, que al 

lenguaje de una ley debe dársele la interpretación que valide el 

propósito del Legislador, conscientes siempre de sus 

consecuencias. Pacheco v. Vargas, Alcaide, 120 DPR 404, 409 

(1988). Por esta razón, "tenemos el deber de hacer que el derecho 

sirva propósitos útiles y evitar una interpretación tan literal que 

lleve a resultados absurdos." Íd. No debe caerse en la 

superficialidad de creer que una ley penal es nula por defecto de 
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vaguedad debido a que requiera alguna interpretación. Pueblo v. 

Tribunal Superior, 81 DPR 763, (1960).  

Cónsono con lo anterior, en nuestro sistema jurídico los 

tribunales somos los llamados a interpretar las leyes. En el 

ejercicio de tal función, utilizamos los principios de hermenéutica 

judicial para interpretar los estatutos de acuerdo con la verdadera 

intención del legislador. Pueblo v. Zayas Rodríguez, 147 DPR 530, 

(1999).  

Sin embargo, esto no quiere decir que a la letra de un 

estatuto deba dársele su significado más restrictivo, o hacer caso 

omiso de la evidente intención del Legislador. Pueblo v. Sierra 

Rodríguez, supra; Pacheco v. Vargas, Alcaide, supra; Pueblo v. 

Mantilla, supra. No debemos perder de vista, que la Ley Penal "no 

es, [ni tampoco será nunca] un sistema completo y sin lagunas de 

modo que, con el simple procedimiento lógico basado en los 

preceptos legales escritos, se puedan resolver todas las 

cuestiones". Pueblo v. Tribunal Superior, supra. 

El Artículo 12 del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5012, 

dispone en cuanto a la interpretación de palabras y frases, que 

serán estas interpretadas según el contexto y el significado 

sancionado por el uso común y corriente. 

En Pueblo v. Negrón Nazario, 191 DPR 720, 2014, el Máximo 

Foro expresó en cuanto a la interpretación de la ley lo siguiente:  

Ahora bien, lo anterior no implica que cada hecho 

constitutivo de delito deba desprenderse de una 
simple lectura de la ley, ya que todas las leyes, 

incluyendo las de índole penal, están sujetas a 
interpretación. Conforme a ello, ante una duda de qué 

es lo que constituye delito bajo determinada 
disposición penal, el tribunal debe aplicar los 

correspondientes principios de hermenéutica, lo cual 
podría resultar en alcanzar una interpretación 

restrictiva o extensiva del delito.” (Énfasis 
nuestro).  
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-B- 

La Regla 64 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, 

contiene una serie de fundamentos que el imputado de delito 

puede invocar a los fines de solicitar la desestimación de una 

acusación o denuncia.  Entre esos fundamentos, el inciso (a) de la 

Regla 64, supra, dispone que “la acusación o denuncia no imputa 

un delito”. Para que el Ministerio Público pueda cumplir con lo 

anterior, no se le exige ningún lenguaje estereotipado o técnico 

en su redacción ni el uso estricto de las palabras dispuestas en el 

estatuto, solo se le exige que el contenido exponga todos los 

hechos constitutivos del delito. Pueblo v. Vélez Rodríguez, 186 

DPR 621, 629 (2012). Igualmente, el Máximo Foro expresó que 

“[l]as acusaciones y las denuncias deben informar a los acusados 

de qué se les acusa, pero no es para ello necesario seguir ningún 

lenguaje estereotipado o talismánico”. Íd. en la pág. 648.  

De otra parte, el inciso (p) de la referida Regla permite la 

impugnación de la determinación de causa probable en la que se 

apoya el pliego acusatorio. El inciso antes mencionado dispone lo 

siguiente como fundamento para la desestimación de una causa 

criminal:     

[q]ue se ha presentado contra el acusado una 
acusación o denuncia, o algún cargo de las mismas, 

sin que se hubiere determinado causa probable por un 
magistrado u ordenado su detención para responder 

del delito, con arreglo a la ley y al derecho. 34 LPRA 

Ap. II, R. 64(p).   
 

Una moción al amparo de la Regla 64 (p), Íd., deberá estar 

fundamentada: (1) en la ausencia total de prueba para establecer 

causa probable de que el acusado cometió el delito; o, (2) en el 

incumplimiento con los requisitos de ley que rigen la 

determinación de causa probable. Pueblo v. Branch, 154 DPR 575, 

584-585 (2001). Este fundamento de desestimación es el remedio 
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adecuado para la defensa atacar una determinación de causa 

probable para arrestar (por un delito menos grave) o para acusar. 

En la moción puede alegarse que se violó alguno de los requisitos 

de ley para determinación de causa probable. D. Nevares Muñiz, 

Sumario de Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, 10ma ed. 

rev., San Juan, Instituto para el Desarrollo del Derecho, Inc., 

2014, pág. 135.  

Al evaluar una moción al amparo de la Regla 64(p) que 

solicita la desestimación por ausencia total de la prueba, supra, el 

tribunal deberá: “(1) examinar la prueba de cargo y [las defensas] 

vertidas en la vista preliminar, así como la prueba del acusado en 

apoyo de la moción; (2) a la luz de los elementos del delito 

imputado, determinar si esa prueba establece la probabilidad de 

que estén presentes todos sus elementos así como la existencia 

de prueba que conecte al imputado con su comisión; (3) el hecho 

de que a juicio del magistrado la prueba sometida demuestre con 

igual probabilidad la comisión de un delito distinto al imputado, no 

debe dar base a la desestimación; y, (4) solo en ausencia total de 

prueba sobre la probabilidad de que estén presentes y probados 

uno o varios elementos del delito o de la conexión del imputado 

con tal delito, procede la desestimación de la acusación.” Pueblo 

v. Rivera Alicea, 125 DPR 37, 42-43 (1989).  

Dicho de otro modo, la moción de desestimación al amparo 

de la Regla 64 (p), supra, procede si existe ausencia total de 

prueba admisible en cuanto a "la probabilidad de que se haya 

cometido el delito imputado, o sobre la conexión del acusado con 

el delito imputado". Pueblo v. Rodríguez Ríos, 136 DPR 685, 690 

(1994); Pueblo v. Rivera Alicea, supra, a la pág. 42. 

 

 



 
 

 
KLCE202101209 

 

11 

-C- 

La Ley del Departamento de Seguridad Pública de Puerto 

Rico, según enmendada, Ley Núm. 20-2017, 25 LPRA sec. 3501 

et seq., dispone en su Exposición de Motivos que “[…]los 

ciudadanos deben tener la confianza de que, en caso de una 

emergencia, el Gobierno estatal estará disponible y listo para 

prestarle auxilio inmediato y adecuado para salvar su vida, su 

salud, su familia y su propiedad”.  

En lo pertinente, el Art. 5.10 de la Ley Núm. 20-2017 le 

confiere al Gobernador o Gobernadora ciertos poderes que podrán 

utilizarse en el contexto de una emergencia. El estatuto lee del 

siguiente modo: 

En situaciones de emergencia o de desastre, el 

Gobernador de Puerto Rico podrá decretar, mediante 
proclama, que existe un estado de emergencia o 

desastre, según sea el caso, en todo el territorio de 
Puerto Rico o en parte del mismo. El Gobernador, 

mientras dure dicho estado de emergencia o 

desastre, tendrá, además de cualesquiera otros 
poderes conferidos por otras leyes, los siguientes: 

 

(a) […] 

(b) Podrá dictar, enmendar y revocar aquellos 

reglamentos y emitir, enmendar y rescindir aquellas 
órdenes que estime convenientes para regir durante 

el estado de emergencia o desastre. Los reglamentos 
dictados u órdenes emitidas durante un estado de 

emergencia o desastre tendrán fuerza de ley 
mientras dure dicho estado de emergencia o 

desastre. 
 

(c) Podrá darle vigencia a aquellos reglamentos, 

órdenes, planes o medidas estatales para situaciones 
de emergencia o desastre o variar los mismos a su 

juicio. 
 

Además, el Artículo 6.14 de la referida Ley establece lo 

siguiente en cuanto a violaciones y penalidades por poner en 

peligro su vida o la de otras personas:  

Artículo 6.14. -Violaciones y Penalidades. Será 
sancionada con pena de reclusión que no excederá de 

seis (6) meses o multa que no excederá de cinco mil 
(5,000) dólares o ambas penas a discreción del 
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tribunal, toda persona que realizare cualquiera de los 
siguientes actos: 

 
d. Persista en realizar cualquier actividad que pongan 

en peligro su vida o la de otras personas, después de 
haber sido alertada por las autoridades una vez se 

haya declarado un aviso de azote de huracán u 
otra declaración de emergencia por las 

autoridades pertinentes, o mientras esté 
vigente un estado de emergencia promulgado 

por el Gobernador de Puerto Rico mediante una 
Orden Ejecutiva. (Énfasis nuestro).   

 

De otra parte, el 5 de abril de 2020, el Artículo 6.14 de la 

Ley Núm. 20-2017 fue enmendado por la Ley Núm. 35-2020, para 

que lea como sigue:  

e. Incumpla, desacate o desobedezca de cualquier 
forma una orden ejecutiva del Gobernador de Puerto 

Rico estableciendo un toque de queda o decretando 
un estado de emergencia o desastre. 

 
f. Transmita o permita transmitir por cualquier medio, 

a través de cualquier red social o medio de 
comunicación masivo, información falsa con la 

intención de crear confusión, pánico o histeria pública 
colectiva, con respecto a cualquier proclama u orden 

ejecutiva decretando un estado de emergencia o 

desastre o toque de queda. En el caso de que la 
diseminación de información falsa resulte en daños al 

erario público, o a terceros, o la propiedad pública o 
privada, que excedan los diez (10,000) dólares, o 

cuando la conducta resulte en lesiones o daños físicos 
se impondrá la pena correspondiente a la de un delito 

grave en cuarto grado. 
 

-D- 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

de derecho cometido por un tribunal inferior. 800 Ponce de León 

Corp. v. American International Insurance Company of Puerto 

Rico, 205 DPR 163 (2020); IG Builders et. al. v. BBVAPR, 185 DPR 

307, 337-338 (2012). Los tribunales apelativos tenemos la 

facultad para expedir un certiorari de manera discrecional, por 

tratarse de ordinario de asuntos interlocutorios. Negrón v. 

Secretario de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Esta discreción se 

define como “el poder para decidir en una u otra forma, esto es, 
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para escoger entre uno o varios cursos de acción”. García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). Asimismo, la discreción es una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justa. Íd., pág. 335.  

Ahora bien, la aludida discreción que tiene este foro 

apelativo para atender un certiorari no es absoluta. Íd. Esto, por 

razón de que no tenemos autoridad para actuar de una forma u 

otra, con abstracción total al resto del derecho, pues ello 

constituiría un abuso de discreción.  

La Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B 

enmarca los criterios que debe evaluar este tribunal al expedir un 

auto de certiorari. La aludida regla establece lo siguiente:  

El tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la prueba 
por el Tribunal de Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados.  
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable en la 
solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Solo podremos intervenir con el ejercicio de la discreción en 

aquellas situaciones en que se demuestre que el foro recurrido: 
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(1) actuó con perjuicio o parcialidad: (2) incurrió en un craso 

abuso de discreción; o (3) se equivocó en interpretar o aplicar 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. Rivera Durán 

v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). Aunque determinar si 

un tribunal ha abusado de su discreción no es tarea fácil, ello 

ciertamente está relacionado de forma estrecha con el concepto 

de razonabilidad. Íd. 

-III- 

Mediante su único señalamiento de error, el peticionario 

sostiene que el TPI se equivocó al no desestimar la denuncia en 

su contra; ello, a pesar de que la misma violenta el principio de 

legalidad. Según expresa, la legislación vigente para la fecha en 

que ocurrieron los hechos —el 20 de marzo de 2020— no 

establecía que la violación a un toque de queda constituyera 

delito. Añadió que, en todo caso, el acto de violar un toque de 

queda se tipificó como delito el 5 de abril de 2020, ocasión en que 

la Asamblea Legislativa le añadió el inciso (e) al Art. 6.14 de la 

Ley 20-2017. Asimismo, el peticionario indicó que la intervención 

contra su persona se efectuó en violación al propio horario 

establecido por el toque de queda, ya que el mismo iniciaba a las 

9:00 p.m.; mientras que el arresto se realizó a las 8:30 p.m.   

En contraposición, el Procurador defiende la corrección del 

dictamen. Reiteró que el delito estaba constituido cuando se 

presentó la denuncia contra el peticionario, dado que el Art. 6.10 

de la Ley 20-2017 le confiere al Gobernador(a) la facultad para 

establecer, mediante proclama, la existencia de un estado de 

emergencia en Puerto Rico. Así pues, expresó que peticionario se 

encontraba en una vía pública dentro del horario de 5:00 a.m. a 

9:00 p.m., y no estaba realizando ninguna de las actividades 

autorizadas por la Orden Ejecutiva Núm. OE-2020-023; un suceso 
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que, conforme con el Art. 6.14 (d) de la Ley 20-2017, puso en 

peligro su vida y la de otras personas en el contexto de la 

pandemia de COVID-19. Finalmente, planteó que el Art. 13 del 

Código Penal de 2012, supra, y la jurisprudencia vigente exigen 

que los estatutos penales se interpreten de modo tal que se 

adelanten sus propósitos legislativos.   

Luego de examinar los escritos ante nos, concluimos que el 

señor Ortiz no ha demostrado que el TPI hubiese incurrido en un 

craso abuso de discreción, o que dicho foro actuara con prejuicio 

o parcialidad, como tampoco ha demostrado que el TPI errara en 

la interpretación o aplicación del Derecho.  

 En el presente caso, no existe controversia con respecto a 

que la entonces Gobernadora de Puerto Rico, Wanda E. Vázquez 

Garced, promulgó la Orden Ejecutiva OE-2020-023 en la cual se 

estableció un toque de queda. A continuación, reproducimos la 

Sección 2da de la referida Orden, en la cual se dispuso que:  

Al amparo de las facultades concedidas por las 
Secciones 5 y 6 del Art. VI de la Constitución de 

Puerto Rico, por el Art. 1 de la Ley Núm. 81 y por la 
Ley 20-2017, se ORDENA un toque de queda 

para todos los ciudadanos, a partir de hoy a las 
9 p.m., durante el cual deberán permanecer en 

sus hogares, según se especifica en las 
siguientes secciones.  

 
Se ORDENA a toda persona con sospecha razonable 

de que fue expuesta al COVID-19, presente ésta o 
no signos o síntomas de contagio, y con el propósito 

de prevenir o limitar la transmisión y propagación 

del virus, a que permanezca en cuarentena durante 
un período de 14 días a partir de esta orden. Lo 

anterior implica que la persona deberá permanecer 
estrictamente en su residencia y restringir sus 

movimientos fuera de ésta, a tratamiento o atención 
médica esto para evitar el riesgo de contagio dentro 

de la comunidad. (Énfasis nuestro).  
 

De igual modo, la OE-2020-023 establecía las circunstancias 

bajo las cuales la ciudadanía podía transitar por las vías públicas; 
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así como también expresaba las penalidades que se le impondría 

a los infractores. En ese sentido, se disponía lo siguiente:    

Este toque de queda permitirá a los ciudadanos 
transitar o caminar por las vías de uso público solo 

en las siguientes circunstancias entre 5:00 a.m. a 
9:00 p.m.: 

 
(a) Adquisición de alimentos, productos 

farmacéuticos y de primera necesidad, (b) citas 
médicas, asistir a hospitales, laboratorios o centros 

de servicio médico, hospitalarios, (c) acudir al lugar 
de trabajo que según esta orden no se haya 

ordenado el cierre, a los empleados públicos y 

privados que realicen trabajos esenciales (d) en los 
casos de retorno al lugar de residencia habitual en 

una actividad permitida, (e) para ofrecer la 
asistencia, cuidado, transporte de ciudadanos y 

ciudadanas de la tercera edad, menores, 
dependientes, personas con discapacidad o personas 

especialmente vulnerables que requieran algún tipo 
de atención médica o profesional, lo anterior siempre 

y cuando se tomen las precauciones de prevención 
de contagio (f) acudir a instituciones financieras. 

 
Durante el toque de queda un ciudadano solo podrá 

transitar o caminar por las vías públicas por alguna 
situación de emergencia. 

 

El toque de queda se extenderá hasta el 30 de marzo 
de 2020. Estarán excluidos de este toque de queda 

aquellas personas autorizadas en esta Orden por 
razones de trabajo y/o en caso emergencia. 

 
Se ordena a la Policía de Puerto Rico y al 

Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico 
a tomar las medidas necesarias para hacer cumplir 

las disposiciones de esta Orden Ejecutiva. 
 

Ante el incumplimiento a las disposiciones 
contenidas en esta Orden Ejecutiva de Emergencia 

por cualquier persona y/o empresa se 
implementarán las Sanciones penales y aquellas 

multas establecidas por las disposiciones de 

cualquier ley aplicable y la Ley 20-2017, según 
enmendada, la cual establece pena de reclusión 

que no excederá de seis (6) meses o multa que 
no excederá de cinco mil (5,000) dólares o 

ambas penas a discreción del tribunal, a toda 
persona que incumpla con las órdenes de 

evacuación del Departamento de Seguridad 
Pública o sus Negociados. (Énfasis nuestro). 

 

Contrario a lo argüido por el peticionario, es evidente que el 

acto de violar una Orden Ejecutiva ante un estado de 

emergencia se encontraba constituido como delito para el 20 de 
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marzo de 2020. Para esta fecha, existía una proclama de la 

entonces Gobernadora que respondía a una emergencia de salud 

pública, y la cual dio paso a un estado de lockdown de 5:00 a.m. 

a 9:00 p.m.; lo anterior, con el propósito evitar el aumento de 

contagios por COVID-19 y proteger el bienestar de la ciudadanía.   

En otras palabras, la denuncia recoge la conducta tipificada 

en el Art. 6.14 (d) de la Ley 20-2017, supra, por lo que no existe 

una violación al principio de legalidad. Adviértase que tampoco 

estamos ante una aplicación analógica del estatuto penal, la cual 

está prohibida por nuestro ordenamiento.    

Como se sabe, la analogía suple la voluntad del legislador 

donde no la hay; ello, con el efecto de crear un delito que no fue 

concebido por este. Pueblo v. Carrillo, res. el 26 de agosto de 

2021, 2021 TSPR 130, 207 DPR ___ (2021). Ahora bien, una 

interpretación textual del Art. 6.14 (d) de la referida Ley permite 

que un ciudadano de inteligencia común pueda comprender que 

constituye delito el violar un estado de emergencia cuando está 

en peligro la vida de la ciudadanía, salvo que se encuentre en las 

calles realizando alguna actividad permitida. Por tanto, 

concluimos que la interpretación realizada por el TPI se ajusta a 

la intención del legislador, sin rayar en la aplicación analógica del 

texto penal.  

En suma, reiteramos que no existe elemento alguno que nos 

mueva a intervenir con la determinación del TPI en esta etapa de 

los procedimientos. No está presente ninguno de los criterios 

establecidos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, por lo que, en el ejercicio de nuestra 

discreción y ante la ausencia de demostración de parcialidad, 

prejuicio o error craso por el foro de primera instancia en su 

determinación, procede denegar la expedición del recurso.  
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-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se DENIEGA la 

expedición del auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

NOTIFÍQUESE INMEDIATAMENTE.  

 

 

Lcda. Lilia Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


